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La Sección Segunda del 
Consejo Consultivo de Castilla y 
León, reunida en Valladolid el día 30 
de agosto de 2004, ha examinado el 
expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como con-
secuencia de la reclamación 
presentada por D. xxxxxx xxxxxx 
xxxxxxx, y a la vista del mismo y tal 
como corresponde a sus compe-
tencias, emite, por unanimidad, el 
siguiente 

 
 
 

DICTAMEN 
 

I 
ANTECEDENTES DE HECHO 

 
 

El día 29 de julio de 2004 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 
solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por D. 
xxxxx xxxxx xxxxx debido a los daños y lesiones producidas al impactarle un 
objeto cuando se estaban realizando unas labores municipales de jardinería. 

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite con fecha 4 de agosto de 

2004, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 521/2004, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 53 del 
Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo, aprobado por el Decreto 
102/2003, de 11 de septiembre. Turnado por la Sra. Presidenta del Consejo, 
correspondió su ponencia al Consejero Sr. Quijano González. 
 
 Primero.- Con fecha 12 de abril de 2004, tiene entrada en el 
Ayuntamiento de xxxxxxxxxxx (xxxxxxxx), la reclamación de responsabilidad 
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patrimonial formulada por D. xxxxx xxxxx xxxxx, en relación con un accidente 
sufrido el día 5 del mismo mes.  
 
 Narra los hechos del siguiente modo: “Cuando pasaba por la calle 
xxxxxxxxxx, una segadora de césped de la estaba pasando una jardinera del 
Ayuntamiento, hizo un ruido fuerte como si hubiera enganchado un objeto 
contundente y en el mismo momento sentí algo en mi pierna, que saltó de la 
segadora a la pierna, encontrándome la pierna completamente de sangre y un 
agujero en el pantalón, que fue lo que la máquina había saltado a mi pierna, 
con tanta fuerza que había roto el pantalón y dañado mi pierna, de tal manera 
que tenía una herida que manaba mucha sangre y no podía andar, teniendo 
que llamar a una ambulancia donde me atendieron e hicieron un informe que 
adjunto. Se presentó la Policía Municipal donde observaron que lo que había 
ocurrido había sido objeto de la segadora, haciendo la Policía Municipal un 
informe del que yo no dispongo (sic)”. 
 

Solicita que se le abone la baja que ha tenido que coger durante ocho 
días, pidiendo 48,081 euros por día de baja, y reclama 72,121 euros por el 
valor del pantalón. 

 
Constan además, en el expediente, los partes médicos de asistencia y de 

baja y alta (baja el día 5 de abril de 2004, y alta el día 12 del mismo mes). 
 
 Segundo.- Consta en el expediente el parte de intervención de la Policía 
Local de xxxxxxxxx, de 5 de abril de 2004, en los siguientes términos  “En la 
ciudad de xxxxxxxxxxx (xxxxx), siendo las 11:56 horas es recibida una llamada 
en la sala del 092, siendo ésta trasladada a la patrulla x-xx, formada por los 
agentes con carné profesional abajo firmantes, en la que se les comunica que 
en la calle xxxxxxxxxxxxxxx hay un ciudadano sangrando abundantemente. 
 

»Personados en el lugar, encontrándose una ambulancia del 112 
atendiendo a Don xxxxx xxxxx xxxx, con domicilio en calle xxxxxxxxxx, xx – xº 
centro, que yendo caminando por la calle xxxxxxxxxx a la altura del número xx, 
se encontraba una operaria del servicio municipal de jardines cortando el 
césped, de la acción del mismo ha salido despedido un tornillo barraquero 
impactando en la pierna izquierda, provocándole un corte”. 
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Tercero.- Figura en la documentación remitida el informe del Servicio de 
Parques y Jardines del Ayuntamiento de xxxxxxxx, de 5 de abril de 2004, en el 
que se señala lo siguiente: “Estando realizándose la siega del césped, en la 
calle xxxxxxxxx, a la altura del nº xx, por una jardinera oficial de 1ª de éste 
Ayuntamiento, la máquina segadora recogió con la cuchilla un objeto (sin 
determinar), pues no fue visto por estar oculto entre la hierba, a consecuencia 
de ello, se produjo un impacto contra la persona de D. xxxxx xxxxx xxxxx, que 
en ese momento pasaba por allí, provocándole un corte y teniendo que ser 
asistido por la Unidad de 112. 

 
 »Los hechos tuvieron lugar a las once cincuenta aproximadamente, 

notificándose de inmediato a la Policía Local la cual acudió al lugar haciendo el 
correspondiente parte de intervención”.  
 

Cuarto.- Mediante escrito de 20 de mayo de 2004, concluida la 
instrucción del procedimiento, se le da audiencia del mismo al reclamante 
(recibiendo la notificación el 3 de junio), de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 11 del Reglamento de los procedimientos de las Administraciones 
Públicas en materia de responsabilidad patrimonial, aprobado por el Real 
Decreto 429/1993, de 26 de marzo, a efectos de que formule las alegaciones y 
presente los documentos y justificaciones que estime oportunos. Durante el 
plazo concedido al efecto, no consta que el interesado formulara alegaciones ni 
presentara escrito alguno.  

 
Quinto.- La propuesta de resolución dictada por la Concejala Delegada 

de Hacienda y Patrimonio, con fecha 23 de junio de 2004, señala que procede 
declarar la responsabilidad municipal e indemnizar al interesado con 320,69 
euros, equivalentes a siete días de baja, a razón de 45,813548 euros por día. 
 

En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 

 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente, con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
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artículo 4.1.h),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Segunda emitir el 
dictamen según lo establecido en el punto 4º, regla C), del Acuerdo de 30 de 
octubre de 2003, del Pleno del Consejo, por el que se determina el número, 
orden, composición y competencias de las Secciones. 
 

2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en los 
artículos 139 a 144 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, desarrollados por el Reglamento de los procedimientos de las 
Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial, aprobado 
por el Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo. 

 
No obstante, es necesario poner de manifiesto que la propuesta de 

resolución prácticamente no describe los antecedentes de hecho y omite los 
fundamentos de derecho, faltando un examen de las circunstancias que 
determinan la existencia de responsabilidad patrimonial en el supuesto concreto 
sobre el que se está resolviendo. La resolución que finalmente se adopte ha de 
subsanar estos defectos. 

 
3ª.- Concurren en el interesado los requisitos de capacidad y 

legitimación exigidos por la referida Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 

 
La competencia para resolver la presente reclamación corresponde, en 

principio, al Alcalde de xxxxxxxxxxx, de acuerdo con lo establecido en el artículo 
21.1.s) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen 
Local, en relación con el artículo 142.2 de la mencionada Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre.  
 

4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “los particulares, 
en los términos establecidos por la Ley, tendrán derecho a ser indemnizados 
por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los 
casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. 
 

La referencia constitucional a la Ley debe entenderse hecha a los 
artículos 139 y siguientes de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
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Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, a la que además se remite el artículo 82.1 de la Ley 3/2001, de 3 de 
julio, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad Autónoma de 
Castilla y León. 
 

Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo (entre otras, 
Sentencias de 1 de marzo, 21 de abril y 29 de octubre de 1998; 28 de enero de 
1999; 1 y 25 de octubre de 1999), así como la doctrina del Consejo de Estado 
(Dictámenes de 27 de marzo de 2003, expte. nº 183/2003; 6 de febrero de 
2003, expte. nº 3583/2002; y 9 de enero de 2003, expte. nº 3251/2002), la 
responsabilidad patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia 
de los siguientes requisitos: 
 

 a) La existencia de un daño efectivo, evaluable económicamente e 
individualizado en relación con una persona o grupo de personas. 
 

 b) El carácter antijurídico del daño, en el sentido de que la 
persona que lo sufre no tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la 
Ley. 
 

 c) La imputabilidad a la Administración de la actividad dañosa, es 
decir, la integración del agente en el marco de la organización administrativa a 
la que pertenece o la titularidad pública del servicio o la actividad en cuyo 
ámbito se produce el daño. 
 

 d) La relación de causa a efecto entre la actividad administrativa y 
el resultado dañoso, nexo causal que implica la necesidad de que el daño sea 
consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio público o 
actividad administrativa en relación directa e inmediata. 
 

 e) Ausencia de fuerza mayor. 
 

 f) Que no haya transcurrido un año desde el momento en que se 
produjo el hecho causante. 

 
5ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre la reclamación de 

responsabilidad patrimonial formulada a instancia de D. xxxxx xxxxx xxxxx 
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debido a los daños y lesiones producidas al impactarle un objeto cuando se 
estaban realizando unas labores municipales de jardinería. 

 
La cuestión planteada en el presente expediente consiste en determinar 

si en la reclamación objeto del mismo concurren los presupuestos legales para 
conceder la indemnización solicitada. 
  

Respecto al plazo de prescripción, la reclamación fue debidamente 
interpuesta, ya que los daños se produjeron con fecha 5 de abril de 2004, 
mientras que la reclamación se presentó con fecha 12 de abril de 2004, dentro 
del plazo de un año señalado en el artículo 142.5 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, ya citada. 

 
En cuanto a la existencia de la relación de causalidad entre los daños 

sufridos por el interesado y la prestación del servicio público, es necesario 
probar que tales daños traen causa directa e inmediata del funcionamiento 
normal o anormal del servicio público. 

 
Recae sobre el interesado la carga de la prueba, de acuerdo con los 

viejos aforismos necessitas probandi incumbit ei qui agit y onus probando 
incumbit actori y con el artículo 217 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. La 
Administración, por su parte, deberá probar los hechos que, en su caso, 
desvirtúen los alegados. 
 

Este Consejo Consultivo comparte el criterio de la propuesta de 
resolución, que considera que debe declararse la responsabilidad patrimonial de 
la Administración pues obran en el expediente elementos de prueba suficientes 
como para considerar probados los hechos acaecidos y la relación directa con el 
funcionamiento del servicio público. En este sentido, son claros los informes de 
la Policía Local de xxxxxxxxxxxxxx y del Servicio de Parques y Jardines, 
indicando que la lesión se la produjo al reclamante un objeto lanzado por la 
máquina segadora que manipulaba una empleada municipal. 
 

No constando en el expediente negligencia o conducta culposa del 
reclamante, ni acontecimiento generador del daño que pueda calificarse de 
fuerza mayor, al apreciarse un defectuoso funcionamiento del servicio público 
de jardinería que originó el accidente, la Administración no puede exonerarse 
de la responsabilidad legalmente establecida. 
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 Respecto a la cuantía de la indemnización, se considera correcta la 
utilización por la propuesta objeto de dictamen de la Resolución de 9 de marzo 
de 2004 de la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones, del 
Ministerio de Economía, sobre indemnizaciones por daños en accidentes de 
circulación, aplicables a dicho año. No obstante, deben hacerse las siguientes 
observaciones, que suponen un cierto incremento de la indemnización por días 
de baja. En primer lugar, tales días son ocho, como alega el reclamante, no 
siete, pues el día de alta (12 abril 2004) ha de computarse como de baja, ya 
que la incorporación al trabajo se produce el día siguiente. Cabe recordar que 
conforme al artículo 9.2 de la vigente Orden de 13 de octubre de 1967, por la 
que se establecen normas para la aplicación y desarrollo de la prestación por 
incapacidad laboral transitoria -hoy incapacidad temporal- en el régimen 
general de la seguridad social, “en el caso de que el trabajador sea dado de 
alta sin invalidez, tendrá derecho a percibir el subsidio correspondiente al día de 
alta”. Debe aplicarse igualmente el factor de corrección relativo al quebranto 
económico por pérdida de retribuciones por trabajo personal (Tabla V, B del 
Anexo de la citada Resolución). El factor de corrección por perjuicio económico, 
que trata de compensar, en cierta medida, la pérdida de retribuciones por 
incapacidad temporal, ha sido utilizado por el Consejo de Estado en supuestos 
análogos al que nos ocupa (Dictámenes de 24 de febrero de 2000, número 
262/2002; de 7 de febrero de 2002, número 175/2002; y de 30 de mayo de 
2002, número 794/2002).  
 

También procede indemnizar el valor del pantalón que reclama el 
interesado, dado que del expediente resulta con claridad que dicha prenda 
resultó dañada como consecuencia del accidente, sin que la Administración 
haya discutido, no ya tal circunstancia, sino siquiera su valoración. 
 

 
III 

CONCLUSIONES 
 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
Procede dictar resolución estimatoria, en los términos expuestos, en el 

expediente de responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la 
reclamación presentada por D. xxxxx xxxxx xxxxx, debido a los daños y lesiones 
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producidas al impactarle un objeto cuando se estaban realizando unas labores 
municipales de jardinería.  
 

No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
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